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RECURSO 125/2026 
RESOLUCIÓN 164/2026 
 
 
Resolución 164/2026, de 16 de julio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación interpuesto por 
Megadiver Socioeducativa, S.L. contra la resolución de la Junta de 
Gobierno Local del Ayuntamiento de Tudela de Duero (Valladolid), de 
8 de mayo de 2026, por la que se adjudica el contrato de servicios de 
la guardería municipal a Osventos Innovación en Servizos, S.L., 
(expediente 542/2026). 
 

 
I 

ANTECEDENTES 
 
Primero.- Mediante resolución de la Junta de Gobierno Local del 

Ayuntamiento de Tudela de Duero, de 6 de marzo de 2026, se aprueba el 
expediente de contratación, así como el pliego de cláusulas administrativas 
particulares (PCAP) y el pliego de prescripciones técnicas (PPT) del contrato 
de servicios de guardería municipal (expediente 542/2026). 

 
Segundo.- Por resolución de la Junta de Gobierno Local de 8 de mayo 

de 2026, se adjudica la licitación a Osventos Innovación en Servizos, S.L. 
 
Tercero.- El 17 de abril de 2026, Megadiver Socioeducativa, S.L. 

presenta recurso especial en materia de contratación frente a la adjudicación 
del contrato. Señala a grandes rasgos un incumplimiento de la obligación 
contenida en el Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el 
Esquema Nacional de Seguridad (ENS) al no constar que la adjudicataria y la 
segunda clasificada posean dicha certificación. 

 
Cuarto.- Se ha recibido en este Tribunal el expediente y un informe 

del órgano de contratación de 20 de mayo de 2026. 
 
Asimismo, se ha dado traslado del recurso a los interesados. La 

adjudicataria ha presentado alegaciones el 29 de mayo, solicitando también la 
desestimación del recurso. 
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II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (en adelante LCSP) y en el artículo 59 de la Ley 
1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras. 
 

2º.- Este Tribunal considera necesario, antes de entrar en el fondo del 
asunto, determinar si la recurrente tiene legitimación para interponer este 
recurso especial. En este sentido, el artículo 48.1 de la LCSP establece que 
“Podrá interponer el recurso especial en materia de contratación cualquier 
persona física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos, individuales o 
colectivos, se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados, de 
manera directa o indirecta, por las decisiones objeto del recurso”.  

 
Es jurisprudencia reiterada del Tribunal Supremo, plasmada en 

sentencias como la de 19 de noviembre de 1993 y 27 de enero de 1998, entre 
otras, que el interés legítimo equivale a la titularidad de una posición de 
ventaja o de una utilidad pública por parte de quien ejercita la pretensión y 
que se materializa, de prosperar ésta, en la obtención de un beneficio de índole 
material o jurídico, o en la evitación de un perjuicio, con tal de que la obtención 
del beneficio o evitación del perjuicio sea cierta y no meramente hipotética. 
En este sentido puede citarse la Resolución 79/2019, de 10 de junio, de este 
Tribunal, y la jurisprudencia que allí se cita.  

 
Por lo expuesto, este Tribunal ha apreciado la falta de legitimación 

activa de la recurrente en aquellos supuestos en los que en ningún caso podría 
ser adjudicataria del contrato, acordando la inadmisión del recurso al amparo 
del artículo 55. b) de la LCSP. En este sentido, las resoluciones 111/2020, de 
27 de agosto, y 125/2023, de 14 de septiembre, de este Tribunal y las 
resoluciones 744/2023, de 9 de junio, y 911/2023, de 20 de julio, del Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales (TACRC). 

 
En este recurso, la parte recurrente ocupa el tercer lugar en la 

clasificación de las ofertas con un total de 53,70, puntos, por detrás del 
adjudicatario Osventos Innovación en Servizos, S.L., (100 puntos) y de 
Neurocamina, S.L., (63,90 puntos), tal como resulta del acta de la mesa de 
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contratación de 27 de abril de 2026, por lo que, en principio, no sería la 
adjudicataria del contrato si se anula el acto de adjudicación. 

 
No obstante, dicha recurrente, cuestiona que, tanto la adjudicataria 

como la segunda clasificada dispongan de la habilitación profesional requerida 
para la ejecución del contrato y solicita que, previa retroacción del expediente 
para la comprobación de este extremo y para el caso de que efectivamente 
ninguna de ellas poseyera o aportara la certificación ENS grado medio, fuesen 
definitivamente excluidas, procediendo a adjudicar el contrato a Megadiver 
Socioeducativa, S.L. 

 
En consecuencia, puesto que, plantea la indebida admisión por la mesa 

de los dos primeros clasificados, que deberían ser excluidos de estimarse este 
motivo de impugnación, debe admitirse la legitimación de la recurrente y 
entrar a examinar el fondo del asunto. 

 
El recurso se ha interpuesto frente al acuerdo de adjudicación de un 

contrato de servicios, cuyo valor estimado (130.000 euros) es superior a 
100.000 euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de 
contratación, conforme al artículo 44.1.a) y 2.c) de la LCSP.  

 
El recurso contra la adjudicación se ha interpuesto en el plazo previsto 

en el artículo 50.1.d) de la LCSP.  
 
3º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 

determinar si el acuerdo de adjudicación se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo 
y en especial, en este caso, al pliego de prescripciones técnicas que, junto con 
el pliego de cláusulas administrativas particulares, constituyen la ley del 
contrato, tal como afirma reiteradamente la jurisprudencia. 

 
La recurrente se alza, tal y como se ha adelantado en los antecedentes 

de hecho, contra lo que considera una infracción de la obligación contenido en 
el Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el ENS al no 
considerar la resolución de adjudicación que la adjudicataria y segunda 
clasificada deban poseer dicha certificación. 

 
Entiende que el ENS resulta plenamente aplicable no solo a las 

entidades del sector público, sino también, y de forma expresa, a los 
operadores privados que prestan servicios en el marco de la ejecución de un 
contrato público. 
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Señala que el PCAP, con arreglo a su redacción “exige necesariamente 
el tratamiento de información y datos personales mediante sistemas de 
información propios del contratista, en el marco de la prestación de un servicio 
público esencial y donde se afectan derechos de menores, así como de datos 
de contacto de los progenitores para la gestión del servicio” y alude 
concretamente a las cláusulas 20, 24 y al Anexo VI de dicho PCAP como 
determinantes de la exigencia de tal obligación. 

 
Se refiere asimismo a las cláusulas 3, 5, 6 y 8 del PPT en el mismo 

sentido. 
 
Concluye afirmando que “la ausencia de acreditación suficiente del ENS 

por parte de la oferta adjudicataria compromete la seguridad, integridad y 
disponibilidad de la información tratada, y constituye un incumplimiento de un 
requisito legal esencial”. 

 
Trae a colación diversas resoluciones de distintos tribunales de recursos 

contractuales sobre la materia y pone de manifiesto que “La no aplicación de 
la normativa y la decisión adoptada en el acuerdo recurrido vulnera el principio 
de igualdad de trato de competencia”. 

 
Y todo ello previa consulta del registro de entidades certificadas en el 

Esquema Nacional de Seguridad donde se ha podido comprobar que ni la 
adjudicataria ni la segunda clasificada poseen la certificación en el ENS. 

 
El órgano de contratación por su parte, en su informe de 20 de mayo 

de 2026 se remite al informe del delegado de Protección de datos del 
Ayuntamiento de 16 de abril de 2026 y con aclaraciones en correo electrónico 
de la misma fecha, para sostener, que, al contrario de lo manifestado por la 
recurrente, a las prestaciones que constituyen el objeto de la presente 
licitación no les resulta de aplicación la normativa relativa al ENS. 

 
4º.- Expuestas las posiciones de las partes, este Tribunal considera 

preciso puntualizar, con carácter previo, que son cuestiones distintas e 
independientes, aunque puedan estar relacionadas, el ENS y la protección de 
datos personales, estando cada una de ellas sujetas a regímenes jurídicos y 
condiciones diferentes. En este sentido, el artículo 3 del Real Decreto 
311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el Esquema Nacional de 
Seguridad, regula precisamente los sistemas de información que traten datos 
personales: 
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“1. Cuando un sistema de información trate datos personales le 
será de aplicación lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la 
Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de Datos) y en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, o, en su caso, la Ley Orgánica 7/2021, de 
26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de 
prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales 
y de ejecución de sanciones penales, el resto de normativa de aplicación, así 
como los criterios que se establezcan por la Agencia Española de Protección 
de Datos o en su ámbito competencial, por las autoridades autonómicas de 
protección de datos, sin perjuicio de los requisitos establecidos en el presente 
real decreto. 
 

»2. En estos supuestos, el responsable o el encargado del 
tratamiento, asesorado por el delegado de protección de datos, realizarán un 
análisis de riesgos conforme al artículo 24 del Reglamento General de 
Protección de Datos y, en los supuestos de su artículo 35, una evaluación de 
impacto en la protección de datos. 

 
»3. En todo caso, prevalecerán las medidas a implantar como 

consecuencia del análisis de riesgos y, en su caso, de la evaluación de impacto 
a los que se refiere el apartado anterior, en caso de resultar agravadas 
respecto de las previstas en el presente real decreto”. 
 

Sentada esta cuestión previa, el ENS determina la política de seguridad 
que se ha de aplicar en la utilización de los medios electrónicos para cumplir 
con las exigencias de seguridad de los sistemas, datos, comunicaciones y 
servicios electrónicos. El Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se 
regula el Esquema Nacional de Seguridad -previsto en el artículo 156.2 de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 
(LRJSP)-, establece en el párrafo tercero de su artículo 2.3 que “Los pliegos 
de prescripciones administrativas o técnicas de los contratos que celebren las 
entidades del sector público incluidas en el ámbito de aplicación de este real 
decreto contemplarán todos aquellos requisitos necesarios para asegurar la 
conformidad con el ENS de los sistemas de información en los que se sustenten 
los servicios prestados por los contratistas, tales como la presentación de las 
correspondientes Declaraciones o Certificaciones de Conformidad con el ENS”. 
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Por consiguiente, son el PCAP o el PPT los que deben contemplar los 
requisitos necesarios para asegurar la conformidad con el ENS de los sistemas 
de información en los que se sustenten los servicios prestados por los 
contratistas, “tales como la presentación de las correspondientes 
Declaraciones o Certificaciones de Conformidad con el ENS”. Circunstancia 
esta que, como analizaremos a continuación, no concurre en este supuesto.  

 
A mayor abundamiento, la disposición transitoria única de esta norma 

reglamentaria prevé, en el apartado 1, que “Los sistemas de información del 
ámbito de aplicación de este real decreto, preexistentes a su entrada en vigor, 
incluidos aquellos de los que sean titulares los contratistas del sector privado 
en los términos señalados en el artículo 2, dispondrán de veinticuatro meses 
(hasta el 4 de mayo de 2024) para alcanzar su plena adecuación al ENS, 
circunstancia que se manifestará con la exhibición del correspondiente 
distintivo de conformidad, atendiendo lo dispuesto en el artículo 38”. 

 
Por su parte, la disposición adicional primera de Ley Orgánica 3/2018, 

de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales (LOPDGDD) establece lo siguiente:  

 
“1. El Esquema Nacional de Seguridad incluirá las medidas que 

deban implantarse en caso de tratamiento de datos personales para evitar su 
pérdida, alteración o acceso no autorizado, adaptando los criterios de 
determinación del riesgo en el tratamiento de los datos a lo establecido en el 
artículo 32 del Reglamento (UE) 2016/679.  

 
»2. Los responsables enumerados en el artículo 77.1 de esta ley 

orgánica deberán aplicar a los tratamientos de datos personales las medidas 
de seguridad que correspondan de las previstas en el Esquema Nacional de 
Seguridad, así como impulsar un grado de implementación de medidas 
equivalentes en las empresas o fundaciones vinculadas a los mismos sujetas 
al Derecho privado. En los casos en los que un tercero preste un servicio en 
régimen de concesión, encomienda de gestión o contrato, las medidas de 
seguridad se corresponderán con las de la Administración pública de origen y 
se ajustarán al Esquema Nacional de Seguridad”. 
 

La plena conformidad al ENS en la contratación del sector público se 
manifiesta con la exhibición del correspondiente certificado de cumplimiento o 
distintivo de conformidad que establezcan los pliegos de prescripciones 
administrativas o técnicas, que indicarán la necesidad de presentar las 
correspondientes declaraciones o certificaciones de conformidad con el ENS, 
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según los sistemas de información sean de categoría BÁSICA (solo requerirán 
de una autoevaluación) o MEDIA o ALTA (en cuyo caso precisarán de una 
auditoría formal bianual realizada por personal cualificado, e independiente del 
servicio/sistema que esté auditando), conforme los modelos documentales 
contenidos en la Instrucción Técnica de Seguridad de 13 de octubre de 2016. 
Dicha clasificación deberá ser proporcional a la naturaleza de la información 
que se maneja, de los servicios que se prestan y de los riesgos a los que están 
expuestos, debiendo justificarse en la documentación administrativa de la 
licitación. 
 

La adecuación al ENS se ha venido recogiendo de diferentes maneras 
en los pliegos. En este sentido, puede configurarse como condición de 
capacidad, de solvencia técnica, como prescripción técnica o como condición 
de ejecución del contrato.  
 

En este supuesto, el examen de los pliegos permite concluir que la 
certificación de conformidad con el ENS no se exige en los pliegos como una 
condición de capacidad, ni como requisito de solvencia técnica, ni como criterio 
de adjudicación, ni como condición especial de ejecución, ni como una 
obligación impuesta al concesionario en la fase de ejecución del contrato. 
 

Por tanto, resulta acreditado que ni el pliego de cláusulas 
administrativas particulares ni el pliego de prescripciones técnicas contienen 
mención alguna a las exigencias derivadas de la aplicación del Esquema 
Nacional de Seguridad. Ciertamente, la recurrente, si consideraba que no se 
regulaba esta cuestión, debió impugnar en tiempo y forma los pliegos por los 
que se rige el presente expediente de contratación por no incluir los requisitos 
necesarios para asegurar la conformidad con el Esquema Nacional de 
Seguridad (ENS) de los sistemas de información, tales como las declaraciones 
o certificaciones de conformidad con el ENS.  
 

Conviene recordar que el artículo 139.1 de la LCSP establece la 
vinculación de las ofertas a lo dispuesto en los pliegos “las proposiciones de 
los interesados deberán ajustarse a los pliegos y documentación que rigen la 
licitación, y su presentación supone la aceptación incondicionada por el 
empresario del contenido de la totalidad de sus cláusulas o condiciones, sin 
salvedad o reserva alguna, así como la autorización a la mesa y al órgano de 
contratación para consultar los datos recogidos en el Registro Oficial de 
Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o en las listas oficiales 
de operadores económicos de un Estado miembro de la Unión Europea”. 
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El artículo 38 del citado Real Decreto 311/2022 establece varias 
categorías de nivel de seguridad (Alta, Media o Básica), con diferentes medios 
de acreditación (auditoría con la oportuna certificación o autoevaluación 
mediante declaración), lo que exige una previa evaluación para determinar el 
alcance y el nivel de protección que es el adecuado y, por tanto, debe ser 
exigido y, en consecuencia, añadir la oportuna justificación para poder 
comprobar si, a la vista de la misma, es adecuado a las circunstancias 
concurrentes y a la normativa la categoría seleccionada. Por consiguiente, no 
se trata de una exigencia automática, como parece que pretende la recurrente, 
sino que requiere de una decisión en atención a la organización del órgano de 
contratación, así como a las circunstancias del objeto del contrato y su 
ejecución, que no consta realizada por el órgano de contratación ni figura, por 
tanto, en los pliegos de la licitación, por lo que no cabe exigirla ahora al 
adjudicatario y menos para justificar una anulación de la adjudicación del 
contrato, como pretende la recurrente. 
 

En este sentido, obra en el expediente remitido, concretamente a los 
folios 357 a 362, informe del delegado de protección de datos del 
Ayuntamiento de 16 de abril de 2026, así como correo electrónico aclaratorio 
al mismo, en los que, en consonancia con la distinción que se acaba de 
exponer entre el ENS y el tratamiento de datos de carácter personal, afirman 
que: “La exigencia del ENS no deriva directamente del tratamiento de dato 
personales, sino de la vinculación del contrato con el sector público y sus 
sistemas de información. En estos casos, el proveedor deberá cumplir el ENS 
en el nivel que corresponda según el análisis de riesgos del sistema, debiendo 
acreditarlo formalmente” y continúa el mail indicando: “El ENS será exigible 
cuando `los proveedores del sector público presten servicios que impliquen el 
acceso o tratamiento de información a través de sistemas de información del 
sector público´. Ha sido confirmado por parte del órgano gestor que el servicio 
de guardería no accede a sistemas de información municipales ni usa 
infraestructuras tecnológicas del Ayuntamiento. 
 

»En este caso, procede, por supuesto, a realizar un contrato de 
encargado de tratamiento conforme al artículo 28 del Reglamento General de 
Protección de Datos, debido a que se tratan datos personales por cuenta del 
Ayuntamiento, siguiendo sus instrucciones y en el marco de la prestación de 
un servicio. 

 
»Pero en el caso del ENS, no existe acceso a sistemas de 

información del Ayuntamiento, no se usan plataformas o aplicaciones 
municipales y el tratamiento se va a realizar mediante medios propios del 
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adjudicatario, por lo que no concurre el supuesto de hecho que activa la 
obligación de cumplimiento del ENS”. 
 

En el supuesto sometido a consideración, el PCAP del contrato distingue 
de forma nítida las cargas de los licitadores en la fase de presentación de 
ofertas y las obligaciones del contratista durante la fase ejecución. Entre ellas 
no figura expresamente la acreditación del certificado de conformidad con el 
ENS. En consecuencia, la certificación de la adecuación al ENS no se configura 
en los pliegos como “una condición de aptitud o un requisito de ejecución cuya 
acreditación debe producirse, como máximo, previo a la adjudicación y 
formalización del contrato, conforme al artículo 150 de la LCSP”. 

 
En concreto, la cláusula 24.2 del PCAP dispone que “La empresa 

adjudicataria y su personal están obligados a guardar confidencialidad y 
secreto profesional respecto a los datos de carácter personal de los que haya 
podido tener conocimiento por razón de la prestación del contrato, obligación 
que subsistirá aún después de la finalización del mismo, de conformidad con 
lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/18 de Protección de Datos de Carácter 
Personal y garantía de derechos digitales de 5 de diciembre de 2018 y según 
lo dispuesto en el artículo 133 de la LCSP. El adjudicatario firmará el acuerdo 
de confidencialidad incluido en el presente pliego, correspondiente al Anexo 
VI…” esto es, una manifestación de compromiso de cumplimiento del 
Reglamento General de Protección de Datos europeo (RGPD (UE) 2016/679) 
y de la LOPDGDD durante la ejecución del contrato. La finalidad de este 
compromiso es asegurar la sujeción del futuro contratista a la normativa de 
protección de datos y permitir la exclusión del licitador que no asuma esta 
obligación. Sin embargo, esta declaración no configura, ni literal ni 
sistemáticamente, la certificación del ENS como requisito de aptitud o de 
solvencia. 

 
Por otro lado, el expresado Anexo VI del PCAP contiene un acuerdo de 

confidencialidad para terceros y recoge como obligación de dicho tercero 
mantener la información confidencial como tal; esta obligación se entenderá 
cumplida “si el tercero utiliza para esta información el mismo nivel de 
protección que emplea para evitar la revelación, publicación y divulgación de 
su propia Información Confidencial, en ningún caso inferior al determinado por 
el Esquema Nacional de Seguridad”. No obstante, esta circunstancia no 
supone, como pretende la recurrente, la exigencia del certificado de 
conformidad con el ENS como una condición especial de ejecución del 
contrato, además tal remisión en dicho Anexo al ENS se hace aquí por puros 
términos dialécticos, comparativos o de equivalencia, sin que dicha referencia 
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implique en ningún caso la aplicación obligatoria de las normas relativas al 
ENS. En este sentido, el ENS opera aquí como una obligación legal sectorial 
vinculada a los sistemas de información efectivamente empleados en la 
prestación y no como una condición de ejecución tipificada conforme al artículo 
202 de la LCSP. No hay en el PCAP rastro de los elementos mínimos de 
concreción -objeto, nivel ENS, forma de acreditación, consecuencias de 
incumplimiento- que permitan reconocerle tal naturaleza. 

 
La correcta interpretación de la cláusula 24.2 impone distinguir entre 

las condiciones especiales de ejecución, que nacen de los pliegos, y las 
obligaciones legales de ejecución, que derivan directamente de la normativa 
sectorial. El ENS pertenece a este segundo grupo cuando los pliegos no 
concretan su nivel ni su forma de acreditación (…). Los pliegos no han 
configurado el ENS como condición especial de ejecución con alcance propio, 
el cumplimiento de dicha normativa constituye una obligación legal 
instrumental, a verificar en ejecución con los mecanismos ordinarios de 
requerimiento, sin que proceda su reconversión en causa de exclusión o de 
resolución automática. En este sentido se ha pronunciado la Resolución 
218/2025, de 6 de noviembre, de este Tribunal. 
 

En consecuencia, el PCAP no exige a los licitadores que acrediten la 
plena conformidad al ENS en fase de licitación ni tampoco se requiere la 
acreditación de este requisito al propuesto como adjudicatario antes de la 
adjudicación al amparo del artículo 150.2 de la LCSP.  

 
En definitiva, la Resolución 824/2024, de 27 de junio, del Tribunal 

Administrativo Central de Recursos Contractuales, condiciona los requisitos 
exigidos en el Real Decreto 311/2022, a la relación que guarden con el objeto 
del contrato. En concreto, esta resolución establece que “Los pliegos en este 
procedimiento no han concretado el alcance del certificado, sin embargo, este 
requisito de habilitación, según el criterio de este Tribunal, debe entenderse 
vinculado con el objeto del contrato, por lo que el alcance del certificado, aun 
descartando una interpretación rigorista de tal exigencia que pueda resultar 
restrictiva de la concurrencia, debe guardar relación siquiera indirecta y parcial 
con el objeto de aquel. Y ello porque el ENS persigue asegurar la seguridad de 
la información tratada por medios electrónicos, no en abstracto sino puesto en 
conexión con la naturaleza de los específicos servicios que vayan a prestarse, 
los cuales se encuentran descritos en el objeto del contrato”. Y en el supuesto 
sometido a consideración, como ya ha quedado acreditado, el servicio que 
constituye el objeto de la licitación (guardería) no accede a sistemas de 
información municipales ni usa infraestructuras tecnológicas del 
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Ayuntamiento, sino que queda circunscrito al cuidado, atención, limpieza y 
atención alimentaria infantil.  

 
En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por Megadiver Socioeducativa, S.L. contra la resolución de la Junta 
de Gobierno Local del Ayuntamiento de Tudela de Duero (Valladolid), de 8 de 
mayo de 2026, por la que se adjudica el contrato de servicios de la guardería 
municipal a Osventos Innovación en Servizos, S.L. (expediente 542/2026). 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento 
 
Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), 
contra esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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